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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el señor Defensor del procesado LUIS ANGEL ARISTIZÁBAL RAMÍREZ y por el representante de la entidad llamada en garantía (Compañía “Liberty Seguros S.A.”), contra el fallo de condena proferido el pasado veinticuatro (24) de octubre de 2005 por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), mediante el cual lo declaró penalmente responsable en el ilícito de Homicidio Culposo ocurrido en la persona de William Humberto Ramírez, con imposición de una pena privativa de la libertad de dos años de prisión, multa por valor de $6’180.000.oo, la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso a la principal, y la privación de conducir vehículos automotores por el término de dos (2) años.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Se supo, que el día veinte (20) de enero de 2002, a eso de las 8:00 p.m., en el sector denominado “La Rivera Alta”, finca conocida como “El Retiro”, del vecino municipio de Dosquebradas (Rda.), viajaba el señor WILLIAM HUMBERTO RAMÍREZ CARVAJAL como pasajero -al igual que otras cinco personas- de un vehículo camioneta Ford, modelo 1997, de placas BIF 303, conducido por el aquí procesado LUIS ANGEL ARISTIZÁBAL RAMÍREZ. El vehículo se salió de la vía al entrar en una curva, rodó por un barranco, dio varios giros y en ese abrupto recorrido salió expulsado del automotor RAMÍREZ CARVAJAL, quien inicialmente quedó inválido por lesiones en la columna vertebral y tiempo después falleció. 

3.- IDENTIDAD 

Se hace referencia a LUIS ANGEL ARISTIZÁBAL RAMÍREZ, natural de Santuario (Antioquia), nacido el día cinco (5) de octubre de 1967, de profesión administrador de Empresas, estudios de primaria, casado con María Azucena Ramírez, identificado con la cédula de ciudadanía No 10’879.007 de San Marcos Sucre, residente en la carrera 8ª No 16-71 de Pereira.

4.- CARGOS

La Fiscalía Ocho Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de , profirió resolución acusatoria el pasado siete (7) de septiembre del año 2004, por medio de la cual llamó a responder en juicio al señor ARISTIZÁBAL RAMÍREZ, por el delito de Homicidio Culposo al tenor de lo dispuesto en el artículo 109 del Código Penal.

5.- FALLO 

La señora Juez, enterada de la intervención de todas las partes en contienda dentro del acto de Audiencia Pública, se definió por un fallo de condena adverso a los intereses del acusado, para cuyo efecto descartó la posibilidad de que fuese una falla mecánica la verdadera causa del insuceso y desestimó la afirmación según la cual “algo le sonó al carro”, pues es apenas lógico que al chocar con algo antes de rodar por el abismo tenía que sonar alguna cosa; en consecuencia, consideró que la causa eficiente del resultado culposo tuvo su razón de ser en el estado de alicoramiento en que se encontraba el conductor, pues para ello no había necesidad de probar un avanzado grado de embriaguez, bastaba haber perdido sus reflejos al punto que no pudo controlarlo y se salió de la ruta. 

Restó importancia a las afirmaciones según las cuales, la víctima aceptó el riesgo al haberse subido a un vehículo con un conductor ebrio, pues a su juicio no le era exigible en ese momento ninguna acción diferente, toda vez que era el único vehículo y era peligroso venirse a pie desde ese lugar; en esos términos, aceptó ese riesgo al igual que lo asumieron los demás pasajeros porque no había otra alternativa.

Concluye con la imposición de una pena de dos (2) años de prisión y multa de $6’180.000.oo, la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas, al igual que la privación del derecho a conducir vehículos por igual lapso a la principal, y concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional por dos años bajo caución prendaria. Condenó al pago de $63’296.411.82 por concepto de indemnización por perjuicios materiales en forma solidaria entre el procesado y la compañía de Seguros “Liberty S.A.” llamada en garantía (hasta el monto de la póliza respectiva), a cuyo efecto acogió el resultado del dictamen pericial allegado al proceso que no había sido motivo de objeción por los interesados, al igual que a cincuenta (50) s.m.l.m.v. por concepto de perjuicios morales.

6.- RECURSO

6.1.- Por el representante de la llamada en garantía

El profesional que asiste los intereses de la compañía de Seguros “Liberty S.A.”, en forma ponderada y reflexiva, se adentra en el estudio de la figura excluyente de la imputación objetiva denominada “acciones a propio riesgo de la víctima”, para hacer notar, con doctrina en mano, que el hecho demostrado de haberse dejado transportar el aquí afectado por un conductor que sabía en condiciones de ebriedad, fue un hecho imprudente de su parte que lo lleva a asumir las consecuencias de su obrar y que excluye la imputación penal que se le hace al conductor.

Se trató de una autopuesta en peligro, esto es, que el señor WILLIAM HUMBERTO RAMÍREZ tenía la opción de viajar o no viajar de pasajero en ese vehículo y prefirió lo primero muy a sabiendas del riesgo que corría. En tan particulares condiciones, exoneró al motorista de cualquier responsabilidad respecto a los riesgos que pudieran ocasionarle lesiones o la muerte. Adoba el argumento con la afirmación según la cual, la previsión de algo malo era más cognoscible o calculable para la víctima que para el conductor, pues aquél estaba sobrio.

Con respecto a la posición de garante, aduce que si bien el artículo 25.3 del Código Penal la establece para aquellos que emprendan la realización de una actividad riesgosa, la víctima aquí “había quedado inmersa en dicha posición”; además, que el artículo 32.2 ibidem había consagrado como causal de ausencia de responsabilidad: “el consentimiento de la víctima”.

El representante judicial, se queja de la ausencia de motivación por parte de la señora Juez de primer grado, tanto en lo que hace con la argumentación teórica de la imputación objetiva y la subespecie de las “acciones a propio riesgo por parte de la víctima”, como de las excepciones de fondo que propuso para exonerar de pago a la Sociedad llamada en garantía, razón por la cual considera que le ha violado el debido proceso y pide del Tribunal el pronunciamiento de fondo respectivo.

Con respecto al cobro de perjuicios en forma solidaria, solicita un análisis detenido porque a su juicio aquí no existe fundamento alguno para condenar en perjuicios a la Compañía y a ese efecto, expone una pretensión principal y otra subsidiaria; la principal, consiste en que dentro de la póliza que se allegó consta como “cláusula de exclusión aplicable a todos los amparos de esta póliza: “2.6.6. Cuando el conductor se encuentre bajo el influjo  de bebidas embriagantes, drogas tóxicas, heroicas o alucinógenas”; y la secundaria, el hecho de existir, adicionalmente, una cláusula de exclusión contenida en el parágrafo tercero, del siguiente tenor: “Salvo acuerdo expreso no están asegurados bajo ningún amparo del presente seguro la culpa grave y el lucro cesante”.
6.2.- Por el defensor del procesado

- La señora Juez dice no ser experta en el tema médico y por eso deja las conclusiones en manos de Medicina legal; empero, no hace lo mismo en el tema de los vehículos, pues especula sin fundamento.

- No acepta que se diga que su cliente iba borracho, pues lo único que se ha aceptado hasta la saciedad, es que su cliente ingirió un solo trago de whisky, motivo por el cual tenía aliento a licor. Si se observa el informe del médico que lo atendió en urgencias del Hospital, se concluirá que en su aspecto y estado general se encontraba “…conciente, orientado…”.

- La prueba en el proceso penal tiene la principal virtud de procurar la verdad de parte de todos los intervinientes, razón para que deba abolirse la noción de carga de la prueba pues esto iría en contra de la presunción de inocencia. No cree por tanto que sea válido afirmar que si la defensa y el procesado “no hicieron nada para establecer la falla mecánica”, pero la Fiscalía tampoco, entonces esa omisión deba correr por cuenta del procesado con fundamento en la carga probatoria.

- Argumentó que el rescate al lesionado no se produjo acorde con las exigencias mínimas para un daño de columna, si se hubieran respetado las reglas mínimas para su traslado “a lo mejor” no se hubieran presentado las secuelas que ya conocemos. Ningún pronunciamiento hizo la señora Juez sobre el punto.

- Hubo desistimiento de la denunciante y sin embargo el proceso continuó su curso.

- La demanda de parte civil nunca fue notificada al procesado, razón por la cual este no la pudo contestar y pedir las pruebas pertinentes, lo que daría lugar a una nulidad.

- Hubo “error de hecho por falso juicio de identidad” cuando el Juzgado distorsionó o negó la existencia de una falla en el sistema de dirección del vehículo, que todos los testigos, incluidos el causante y su cuñado, mencionan, al sostener que la revisión a la camioneta ya no tenía razón alguna al no haber quedado el vehículo en buenas condiciones después del accidente. La jurisprudencia y la doctrina han sostenido acertadamente que si el daño se produce como consecuencia de una falla mecánica, no habría responsabilidad por la embriaguez, por cuanto el siniestro se produciría de todas maneras fuera o no embriagado el conductor. 

- La pertinencia de la prueba indica que la embriaguez no se prueba con testigos sino con prueba científica como lo es la alcoholemia; con lo cual, la aseveración del Juzgado en tal sentido es solo una especulación.

- Se apoya el Juzgado en la versión de NUBIA RAMÍREZ para sostener que las personas presentes le solicitaron al conductor que entregara las llaves que estaba muy borracho, cuando se trata de una afirmación sólo hecha por ella y es de oídas, además que para su declaración no exhibió la cédula.

- Los restantes testigos indican que él sólo se había tomado un vaso de whisky en horas de la tarde. A nadie se le puede ocurrir pensar que alguien se atreva a conducir ebrio en tan particulares condiciones aún a costa de su propia vida.

- Se dice que LUIS ANGEL “no se dejó atender por una doctora”, pero eso es falso porque quien lo atendió no fue una doctora sino un doctor.

- Se le califica de “morboso e inhumano” al sostener que “posiblemente” el deceso del paciente se presentó por el estado de desnutrición al cual fue sometido por su familia y no por las mismas lesiones sufridas, lo cual sostiene no por capricho, sino por lo asegurado en el dictamen médico legal obrante a fl. 134 del expediente, a cuyo contenido hace alusión concreta.

- Finalmente, la defensa hace igual referencia al tema de la culpa exclusiva de la víctima, para sostener que en el caso en estudio fue el mismo pasajero quien asumió el riesgo y excluye toda responsabilidad a título de culpa por parte de su procurado.

7.- MOTIVACIÓN

Se descartan, de entrada, los argumentos de nulidad por la no notificación de la demanda de parte civil al procesado, o el desistimiento presentado por la hermana del occiso, o el estar dirigidos los poderes para la reclamación contra una persona de nombre Luis Ángel Ramírez Aristizábal y no Aristizábal Ramírez. Lo primero, porque se trata de una irregularidad subsanable que hace parte del período sumarial y que no fue advertida en el momento oportuno por la parte interesada (principio preclusivo), que se entiende corregida por conducta concluyente y que en modo alguno tuvo la potencialidad de afectar sustancialmente a su representado, pues de hecho se llevaron a cabo las pruebas para refutar la acusación en sus justos términos. Lo segundo, porque el hecho no se quedó en las simples lesiones, trascendió hasta la muerte de la víctima y no es la hermana del occiso la única interesada en la reclamación. Lo tercero, por ser totalmente irrelevante, habida consideración a tenerse claridad respecto de ser el obligado civilmente quien ahora funge como sujeto pasivo de la acción penal.

Con relación a la comprobación de la exigencia básica que ha sido puesta en duda por la defensa: nexo causal entre el hecho del accidente y el deceso, tiene que tenerse por cumplida, es decir, no hay lugar a sostener que el señor WILLIAM HUMBERTO RAMÍREZ murió por causas diferentes a las lesiones sufridas en este accidente, como decir que lo fue por descuido de quienes lo trasladaron o de sus familiares en la atención que le brindaron o por la inadecuada prestación de salud hospitalaria, cuando es un hecho evidente la gravedad de sus secuelas tanto físicas como síquicas, las mismas que dieron lugar a que el médico legista certificara que el deceso si poseía una relación causa-efecto con el accidente.

Decimos esto último, porque si bien son harto sensatas las advertencias que hace el señor defensor, en el sentido que de una lectura del dictamen obrante a folios 134 y 135 nos lleva a concluir que efectivamente eran lamentables las condiciones nutricionales e higiénicas del paciente (potenciales concausas), surgen estas otras consideraciones que impiden tener por cierto que se trata de situaciones extrañas a la gravedad de sus lesiones: 1)- El paciente ingresa el 10/10/02 en tales condiciones y sale, al parecer, el 18/03/03 -no hay notas de egresos- (se hayan evoluciones en el mes de abril hasta el 09/04/03, fecha de fallecimiento), es decir, que estuvo más de cinco meses Hospitalizado en una de las mejores Clínicas de esta capital en donde de seguro tenía la posibilidad de recibir una nutrición adecuada y de ofrecerle la asepsia requerida; con lo cual, si existió alguna deficiencia en su atención por parte de la familia, eran perfectamente corregibles en tanto tiempo por el servicio de salud profesional; y 2)- Se dice textualmente que: “…luego de la lesión producida en médula espinal en el accidente de tránsito, hace complicaciones FRECUENTES EN ESTE TIPO DE PATOLOGÍAS tales como: las infecciones urinarias y las escaras (úlceras de decúbito)…” Significa lo anterior, que en un paciente con una atrofia severa como la que él presentaba, a quien “le implantaron unas placas” como él mismo lo dijo en su instructiva visible a fl. 15 del expediente, y con un cuadro de perturbación síquica permanente, tenga dificultades nutricionales y de infección.

Primera conclusión: las lesiones sufridas en el accidente, sí fueron la causa del fallecimiento y no existen concausas externas que permitan pensar con certeza que hubo un rompimiento en el curso causal que impida hacer esta imputación en los términos en que fue concebida la acusación.

Pasando ahora al análisis de lo ocurrido, como corresponde para obtener la información pertinente a la toma de esta decisión, comenzaremos por hacer una descripción gráfica del lugar en donde este lamentable episodio se desarrolla. Se trata de una vía interna sin pavimentar y sin balastro, que el mismo conductor hacía poco había mandado a construir para tener acceso a su predio. El vehículo había sido entregado diez días antes “a prueba” pues lo querían adquirir (versión dada por el sindicado pero que está desvirtuada por su empleado RUBÉN ANTONIO TORRES a fl. 66), razón por la cual, supuestamente, hacía tres días le hicieron una revisión general y el resultado había sido positivo, es decir, el rodante estaba en “muy buen estado” (fl. 34 vto.).

Dentro de la actuación se atribuyeron varias razones por las cuales el vehículo fue a parar a ese abismo: “exceso de velocidad”, “embriaguez”, “mal estado de la vía”; sin embargo, el motivo que adujo como causa del accidente el sindicado, fue una falla mecánica consistente en el rompimiento de “un terminal” del lado izquierdo que dio como resultado la pérdida de dirección y del control del automotor. 

La falla mecánica que se aduce como exculpativa, no encontró respaldo procesal sólido en el plenario, motivo por el cual el señor Defensor considera que ante esa duda debe favorecerse al procesado, contrario a la argumentación del fallo de primer grado que sostiene que el tema era materia de carga de la prueba en cabeza de la defensa y que por tal motivo debe correr con la ausencia probatoria a ese respecto.

El Tribunal encuentra razonables los planteamientos jurídicos del señor Defensor cuando expone que la carga de la prueba a ese respecto va en contravía de la búsqueda de la verdad en el proceso penal por todos los intervinientes, del deber de una investigación integral por parte de la Fiscalía y de la presunción de inocencia que ampara al procesado; aunque, también, son de recibo las explicaciones de la señora juez cuando expresa que las circunstancias en que el accidente se produjo impiden establecer si una rotura de esa pieza del vehículo (terminal) se ocasionó antes, durante o después del volcamiento; aunado a que el caso fortuito y la fuerza mayor deben ser planamente establecidos para la exclusión de responsabilidad.

Pero, más allá de esa controversia, la realidad probatoria que se examina nos indica la existencia de una múltiple violación al deber objetivo de cuidado por parte del conductor aquí procesado, que individual o conjuntamente analizada con las restantes causas que se plantean, nos lleva a la convicción de ser la causa eficiente del resultado. Se explica:

Así se tuviera por probado que el vehículo sufrió un desperfecto mecánico y que se perdió el control del timón, es lo cierto que quien conducía, en caso de haber ido a poca velocidad como era de obligatorio acatamiento en consideración a lo agreste del terreno, tenía la opción de oprimir oportunamente los frenos y evitar la continuidad en la marcha para no llegar al precipicio (recordemos que el perito en esta clase de vehículos Ford llamado al proceso, señor HERNÁN MARTÍNEZ CHAVES, cuyo testimonio obra a fl. 101 fte., nos dice: “…el sistema de frenos acciona, son independientes del freno a la dirección”). Si esto no ocurrió, es decir, no frenó oportunamente, como en efecto quedó probado con la salida de la vía y el posterior volcamiento, es porque indefectiblemente ARISTIZÁBAL RAMÍREZ no tenía al cien por cien sus reflejos dado su estado de alicoramiento y no pudo maniobrar apropiadamente para evitar el funesto desenlace. 

Una revisión particular del asunto, nos lleva a asegurar que por las circunstancias particulares del terreno: sin un adecuado afirmado y con una inclinación importante; y por las condiciones del automotor: un vehículo pesado que tenía un número considerable de personas a bordo (incluso superior al número autorizado), el conductor necesitaba de óptimas condiciones para poder superar cualquier inconveniente. Tenía que estar con sus cinco sentidos bien dispuestos o de lo contrario fácilmente se saldría de la calzada.

Concluir, como lo hicieron Fiscal, Parte Civil y Juez, que el motorista estaba bajo el influjo del alcohol, es un hecho indiscutible por lo siguiente: Así lo dan a entender la mayoría de los testimonios recepcionados, incluidos la víctima que fue enfática al respecto y a ello se une la admisión del conductor de haber tomado algún licor. Situación en la que concurre, más a más, el comportamiento inesperado del conductor al no atender la petición que se le hacía por los presentes de entregar las llaves el vehículo en consideración al estado de alicoramiento en el que se encontraba, y mostrarse intolerante con los asistentes de la salud e impedir que se le tomara muestra de alcoholemia. Situaciones éstas últimas, que si bien se encuentran controvertidas por otras pruebas, son atendibles en consideración a que es elemental pensar que si esa era la condición en que el conductor se encontraba, lo más sano en lógica es que alguien le pidiera no conducir; igualmente, que al llegar al Hospital, como es de rutina en este tipo de eventos, se le pidiera por el médico tratante o por cualquier auxiliar de ese servicio (hombre o mujer) que se debía hacer la alcoholemia (recuérdese que esa fue la orden dada por el médico tratante, como él mismo lo dejó consignado en la historia y como lo ratificó al momento de su exposición jurada).

Discute la defensa que el médico que lo atendió en Urgencias del Hospital lo encontró: “…consciente, orientado…”; pero olvida el acucioso defensor que el mismo galeno consignó en la parte de diagnóstico: “…embriaguez…” requirente de examen de alcoholemia. Y para que no quede duda sobre las condiciones anímicas adversas, este profesional de la medicina al ser llamado a declarar ante la Fiscalía, afirmó con fundamento en la historia clínica del paciente, suscrita por él, que: “se evidencia al examen un paciente con aliento alcohólico, hablantinoso, dificultad para articular bien las palabras y para coordinar el equilibrio” (cfr. fl. 80 fte. y vto.). Eran claros entonces los signos clínicos de ebriedad que presentaba ARISTIZÁBAL RAMÍREZ: tufo, dificultad para hablar, incoordinación motora; los cuales son atendibles como prueba, ante la imposibilidad de obtener la alcoholemia para determinar en forma precisa el grado de la embriaguez.

En esas condiciones, corresponde abordar ahora el tema jurídico propuesto por los recurrentes, esto es, la asunción del propio riesgo por la víctima, que lo consideran atendible para declarar la exclusión de responsabilidad del justiciable.

7.1.- La acción a propio riesgo y culpabilidad de la víctima
Se ha sostenido, que el joven WILLLIAM HUMBERTO RAMÍREZ contribuyó con su actuar imprudente a su propio deterioro físico. Si la anterior es una afirmación cierta, existen dos consecuencia inevitables: Una de ellas, la más extrema y la que estudiaremos en primer término, es la exculpación de toda responsabilidad al autor del hecho criminoso, señor LUIS ANGEL ARISTIZÁBAL RAMÍREZ. Y la otra, es la compensación en un porcentaje de la

indemnización que al sentenciado corresponde y de contera a la Aseguradora “Liberty” llamada en garantía.

La incursión en el tema es obligatoria porque en realidad de verdad se observa probado que la víctima RAMÍREZ CARVAJAL, sí era sabedora del estado de alicoramiento en el que se encontraba el conductor del vehículo en el cual decidió viajar. Así lo admitió en el momento en que se logró obtener su instructiva: “…Yo venía en la parte trasera del carro donde queda el portamaletas del carro, venía sentado…y venía a exceso de velocidad el conductor venía borracho, traguiado…yo me acuerdo que en una curva el carro salió rodando por un barranco…Por ahí desde la una de la tarde más o menos estaba ingiriendo licor LUIS ANGEL, tomó wisky y aguardiente…Yo no tomé sino tres tragos nada más de aguardiente, ese día no quise tomar mucho. Al momento del accidente me encontraba en sano juicio, y ROBIN, sí estaba más bien embriagado junto con los otros y el CONDUCTOR. De las siete personas que veníamos en el carro el único que estaba en sano juicio fue yo  y fui el más lesionado, en cambio los otros que estaban embriagados casi no les pasó nada, como se dice al borracho lo cuida el demonio…” (cfr. fls. 15 fte y vto.).

Superado lo básico, pasamos entonces a verificar lo concerniente a cada una de las dos hipótesis problemáticas propuestas:

7.1.1.- La posibilidad de excluir la responsabilidad culposa en el conductor del vehículo en consideración a la culpabilidad o “asunción del riesgo” por parte de la propia víctima.
Un apretado seguimiento a la teoría del delito, nos llevaría a hacer las siguientes apreciaciones que nos servirán de guía a la interpretación que se adoptará en el presente asunto y nos permitirá ubicarnos conceptualmente en el tema propuesto por la parte recurrente.

De antes, bajo un concepto neoclásico o neokantiano, diríamos con Frank que: "al autor se le reprocha haberse rebelado conscientemente contra los mandatos del derecho (dolo) o se le enrostra el haber lesionado inadvertidamente las exigencias de la vida comunitaria (culpa)". Posteriormente, con el finalismo de Welzel, arribaríamos a otra proposición más elaborada, según la cual: en los delitos dolosos se da una finalidad de acto y en los culposos una finalidad en potencia, cuestión que luego -con el apoyo de Kaufmann- se variaría para definir lo culposo como "una infracción al deber de cuidado". Con el advenimiento de los criterios funcionalistas de Jakobs y Roxin, se entroniza un concepto social según el cual: la comunidad "aceptará" ciertos riesgos y éstos estarán excluidos de reproche; en consecuencia, lo importante es delimitar comportamientos socialmente inadecuados o socialmente adecuados, por eso, el riesgo social aceptado excluye el tipo.

Dentro de ese marco conceptual se desenvuelve otra evolución paralela en cuanto a la relación causal exigida en la tipicidad, que comienza por la teoría de la equivalencia de las condiciones o conditio sine qua non (GLASER y VON BURI), continúa con la teoría de la causalidad adecuada (VON KRIES y VON BAR), se redefine con la teoría de la relevancia (MEZGER) y se perfecciona con la teoría de la imputación objetiva (LARENZ, HONING, JAKOBS, ROXIN y FRISCH), hasta la fecha.

Con esa teoría de la imputación objetiva se modifica el "ángulo" de análisis. Ahora el mero nexo entre acción y resultado no alcanza para imputar, es insuficiente. Las siguientes frases nos sirven para apreciar la dimensión del cambio: “La discusión pasa al tipo objetivo” (Zaffaroni). “Lo central es saber si la conducta del autor creó o no un riesgo jurídicamente relevante de lesión típica de un bien jurídico” (Jakobs). “Está prohibida la creación de un riesgo reprobado" (Sancinetti). 

Con lo dicho y si respetamos, como debe hacerse, esa evolución doctrinaria ya recogida por nuestro legislador penal (artículo 9º Código Penal), nos debe quedar claro que ya la relación de causalidad no alcanza para imputar, aunque sí sirve para marcar un límite mínimo en la atribución del resultado. Se debe agregar un plus valorativo porque la norma sólo prohíbe acciones que creen para el bien jurídico protegido UN RIESGO MAYOR AL AUTORIZADO. Bajo esa línea de pensamiento, los autores mencionan múltiples consecuencias, las cuales se podrían resumir en lo siguiente: 1)- No es objetivamente imputable el resultado producto de una acción que disminuye el riesgo; 2)- No es objetivamente imputable cuando la acción no cree un riesgo jurídicamente desaprobado; 3)- No será objetivamente imputable el resultado que se produzca fuera del ámbito de protección a la norma; 4)- Cuando el objeto de la acción ya estaba expuesto a un peligro, la imputación se da cuando se aumenta el riesgo; 5)- Cuando el resultado era seguro, sólo habrá responsabilidad si se adelantó su producción; y 6)- No es posible atribuir un resultado a un autor, aunque su obrar haya sido causa suficiente del mismo, si ese resultado se habría producido igual sin la intervención del autor. 

En la práctica se ha dado cabida a:

- La Teoría de los roles: Se asegura que las personas en el mundo social somos portadoras de un rol determinado, y quien se mantenga en los límites de su rol -estándar-, no responde de un curso lesivo aun en el caso en que pudiese evitar el resultado. De todas maneras, el rol de todos es el de ser un ciudadano fiel al derecho.

- El Principio de Confianza: En la interacción social el ciudadano no puede controlar permanentemente a los demás. Si yo cumplo con mi responsabilidad, tengo derecho a esperar que quienes me rodean y con los cuales compagino mi rol, hagan lo propio (v.g. el cirujano confía en que las herramientas que usa en su operación están esterilizadas correctamente).

- La prohibición de regreso: Un comportamiento estereotipado inocuo no constituye participación en una organización no permitida (ej. el panadero que vende el pan que se envenena y el taxista que transporta al homicida, aunque sepan del resultado lesivo, sólo se comprometen en un comportamiento común, cotidiano e inocuo y de ese modo limitan su rol sin hacerse copartícipes del delito).

- Y la competencia de la víctima: Si la víctima asume el riesgo, el resultado lesivo se le imputa (ej. quien acepta el combate en boxeo no puede esperar la no lesión; quien tiene contacto sexual con alguien con quien se prostituye, acepta el riesgo de sufrir contagio).

Es en este último campo donde podemos ubicar la petición que nos hace el distinguido representante del llamado en garantía, con respecto a la asunción del propio riesgo por parte de la víctima RAMÍREZ CARVAJAL. 

Como es deber del Tribunal fijar una posición racional sobre los elocuentes planteamientos que formula el recurso, se harán unas referencias doctrinales y jurisprudenciales para finalmente arribar a la propia.

Mencionamos en primer término la Sentencia SU-1184 de Noviembre 13 de 2001, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, por medio de la cual se delimitó el campo de acción de la teoría de la imputación objetiva en nuestro derecho penal. En tal sentido se expresó:

La imputación de una conducta o de un resultado en derecho penal, depende del ámbito de competencia a que corresponda su protección. Para su delimitación (la del ámbito de competencia), hay que precisar en primer lugar (1) cuál es la posición de garantía que tiene el sujeto (si esta origina la creación de riesgos o roles institucionales) y cuáles son los deberes que surgen de ella. Establecido este elemento (2) hay cuatro que sirven para concretar el juicio de imputación: I) El riesgo permitido que autoriza la creación de peligros dentro de los límites que la sociedad va tolerando en virtud de las necesidades de desarrollo, II) El principio de confianza, indispensable para que pueda darse una división de trabajo y que le permite al sujeto delegar ciertas tareas sobre la base de que los demás son personas autorresponsables que cumplirán con las expectativas que surgen de una determinada función, III) Las acciones a propio riesgo, en las cuales se imputa a la víctima la conducta o las conductas que son producto de la violación de sus deberes de autoprotección y IV) La prohibición de regreso, según la cual, el favorecimiento de conductas dolosas o culposas por un tercero no le son imputables a quien las hubiere facilitado dentro del riesgo permitido. Demostrada la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, se requiere además (3) una realización del riesgo. Es decir, que el mismo riesgo creado para el sujeto sea el que se concreta en la producción del resultado.

Por parte de la doctrina, se observa el autorizado criterio del profesor FERNANDO VELÁSQUEZ V., quien sobre el punto expone en lo pertinente:

De todas maneras, sin caer en posiciones extremas, lo cierto es que los criterios de imputación objetiva deben constituir cuando menos correctivos o filtros que permitan resolver la problemática siempre compleja de la causalidad en el caso particular, sin olvidar que la casualidad natural sigue siendo el punto de partida. No obstante, aceptar la doctrina de la imputación objetiva en toda su extensión sería desconocer que muchas de las situaciones por ella expuestas constituyen problemas que deben resolverse en el aspecto subjetivo del tipo o en la antijuridicidad e implicaría una redistribución total del injusto penal, lo cual no parece claro sobre todo cuando, de manera camuflada, se trabaja con conceptos gaseosos cuyas implicaciones políticocriminales no han sido debidamente meditadas.
 

En obra posterior, el mismo autor hace esta exposición:

El que realiza una conducta que pone en peligro a otra persona, con la aceptación de ésta, no realiza un comportamiento que le sea imputable objetivamente: Es el típico caso del pasajero de taxi que, so pretexto de cumplir un compromiso con urgencia en un determinado lugar, apremia al conductor a marchar más rápido, a consecuencia de lo cual se produce un accidente y resulta gravemente lesionado (…) En estos casos, pues, el sujeto pasivo no se pone en peligro a sí mismo, sino que, plenamente consciente de ello, se deja poner en riesgo por un tercero. Estas situaciones son muy frecuentes en el tránsito moderno, y su solución no es unívoca, pues suelen ser tratados como casos de consentimiento del sujeto pasivo -solución que se dificulta porque no siempre este tipo de bienes jurídicos es disponible-, de atipicidad por falta del deber de cuidado cuando se trata de hechos culposos, de autopuesta en peligro, etc. 

El punto de partida y regla general aplicable en materia culposa, tanto doctrinal como jurisprudencialmente, es la inalterabilidad de la responsabilidad del autor aún en presencia de una imprudencia comprobada por parte de la víctima. De ese tenor es la que a continuación se transcribe:

Con toda exactitud se ha afirmado: el deber de no atropellar, impuesto a los conductores de vehículos, no se limita a proteger únicamente a los que se muestran diligentes en atender a su propia incolumidad, sino que se extiende hasta las personas que, por su propia imprudencia o negligencia, se ponen en condiciones de peligro, si no obstante el atropello pueda ser evitado. Esto se extiende a todos los casos de culpa, cuando ha habido concurso en ella por imprudencia o negligencia de la víctima, que no puede considerarse como causa única del resultado, por haber interrumpido el nexo causal entre este y la conducta culposa de otro…” 

Las mutaciones que pudieran considerarse introducidas a esa regla general por la doctrina de la imputación objetiva en los delitos culposos, ya ha sido de todas formas objeto de interpretación por nuestra Sala de Casación Penal, quien en uno de sus últimos pronunciamientos reflexionó de la siguiente manera:

Desde un segundo nivel de adecuación social, que compete al intérprete, una conducta es socialmente adecuada cuando a pesar de estar formalmente definida en la ley como típica, reviste escasa gravedad; constituye un riesgo jurídicamente irrelevante o aprobado; es insignificante, modesta o irrita; o se dirige contra un titular del bien jurídico que la acepta o consiente, siempre que pueda disponer libre y voluntariamente del mismo, tenga capacidad para hacerlo y lo haga antes o durante la acción.
(…)

…el resultado de su acción no obedeció al consentimiento de la víctima, porque el señor Puentes Navarro no podía disponer de su derecho a la vida y carecía de libertad y de voluntad para hacerlo pues se hallaba en estado de embriaguez.

(..)

Tampoco advirtió, añade el recurrente, que no fue el chofer quien creó el riesgo sobre la vida de la víctima. Fue el propio afectado el que propició su caída y su muerte. Fermín Ascanio, como quedó probado, instó a Efraín Puentes a que se retirara de la puerta. Pero él desatendió esta recomendación. Por estas razones, no resulta aceptable que el juzgador, del solo hecho de violar la norma de tránsito —artículo 162 del Código Nacional de Tránsito—, haya derivado, olvidando la incidencia de las circunstancias específicas en la comisión de la conducta, la responsabilidad por culpa del incriminado.

(…)

En casos como el analizado, la imputación jurídica —u objetiva— existe si con su comportamiento el autor despliega una actividad riesgosa; va más allá del riesgo jurídicamente permitido o aprobado, con lo cual entra al terreno de lo jurídicamente desaprobado; y produce un resultado lesivo, siempre que exista vínculo causal entre los tres factores. Dicho de otra forma, a la asunción de la actividad peligrosa debe seguir la superación del riesgo legalmente admitido y a éste, en perfecta ilación, el suceso fatal.

(…)

Dentro del mismo marco, la imputación jurídica no existe, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima.

(…)

La relación causal, entonces, está clara: conducción de un bus, es decir, actividad peligrosa. Luego, superación del riesgo permitido, con pluralidad de infracciones; y después, finalmente, caída de la víctima por conducta culposa imputable al guía de la máquina.

(…)

Si se admite que la posición de garante es predicable del autor o partícipe de todo tipo de delito, sea doloso, culposo, comisivo u omisivo, no hay duda que Fermín Ascanio Escobar tenía posición de garante, no solamente porque la normatividad varias veces reseñada le importa deberes, sino porque el artículo 109 del Código de Tránsito derogado obligaba a varias personas, entre ellas al conductor de automotores, a comportarse en forma “que no incomode, perjudique o afecte a los demás”. Si tenía esa postura y dejó de lado sus deberes, vulneró, entonces, la posición de garantía.

(…)

Finalmente, el actor busca negar la imputación al conductor afirmando que el resultado lesivo fue producto de la autopuesta en peligro emanada de la conducta de la propia víctima.

Respóndese:

a) Es sabido que el comportamiento de la víctima, bajo ciertas condiciones, puede eventualmente modificar y hasta excluir la imputación jurídica al actor.

b) Para que la acción a propio riesgo o autopuesta en peligro de la víctima excluya o modifique la imputación al autor o partícipe es necesario que ella:

Uno. En el caso concreto, tenga el poder de decidir si asume el riesgo y el resultado.

Dos. Que sea autorresponsable, es decir, que conozca o tenga posibilidad de conocer el peligro que afronta con su actuar. Con otras palabras, que la acompañe capacidad para discernir sobre el alcance del riesgo.

Tres. Que el actor no tenga posición de garante respecto de ella.

Si se vuelven a mirar los folios, concretamente aquellos que constituyen la prueba, la conclusión es fácil: don Efraín Alfonso, dado su estado de ebriedad, el sueño que tenía según un testigo, y su edad, sentado en el estribo del automotor, no contaba con la posibilidad de decidir si asumía o no riesgos; por las mismas razones, no tenía suficiencia para determinar si con su conducta se colocaba en situación de riesgo; y, por último, que podría ser lo primero y único, el conductor tenía posición de garante, como se dijo atrás, respecto del ofendido.
Es claro, así, que el comportamiento de la víctima, en este supuesto, no podía atomizar ni disolver la imputación que se ha hecho a Fermín Ascanio Escobar. Este cargo, entonces, tampoco puede prosperar.

Un cotejo de lo que se acaba de exponer, con el contenido doctrinario que nos trae el memorial recurrente, nos lleva a sostener, por sobre toda potencial polémica, que:

Una vez comprobada la relación causal naturalística entre el acto y el resultado, por infracción al deber de cuidado que le es exigible al actor, unido a una superación del riesgo permitido, sólo es factible la no imputación jurídica cuando media la asunción del propio riesgo por la víctima, siempre que el derecho sea disponible y que el actor no tenga posición de garante.

Observamos diversas variables con respecto al tema en discusión que consideramos, no obstante alguna similitud en su presentación, no ameritan la misma solución judicial:

A. Los hechos en los cuales una persona coopera o colabora a la víctima en la realización de la acción que ella misma, a propio riesgo, ejecuta. Piénsese v.gr. en quien solicita prestado un arnés en una actividad peligrosa como el bunji jumping (saltar con cuerda al vacío), y sufre lesiones o la muerte. No podría pensarse que a quien facilitó lo propio para ese acto (colaborador) se le pueda imputar objetivamente el resultado lesivo, pues evidentemente la víctima se autodispuso a la acción, tenía el dominio o control de la actividad peligrosa, y era consciente del potencial resultado, que de antemano aceptó. Adicionalmente, como dato trascendente, el citado cooperador no tendría la condición de garante de esa actividad.

B. Los hechos en los cuales la víctima incita a quien realiza la acción a incurrir en la conducta imprudente. Sería el caso propuesto por el profesor Fernando Velásquez, donde el pasajero de un taxi, apremia al conductor a marchar más rápido por la urgencia que tiene de llegar a su destino, consciente de estarse motivando la violación de una regla de tránsito con el potencial resultado lesivo. Aquí, la víctima se expone conscientemente al peligro, si bien no de manera directa, sí por intermedio de un tercero que en este caso tendría la condición de garante. En estas situaciones, estamos de acuerdo en que no operaría la imputación objetiva, habida consideración a que se obra promoviendo la acción por interpuesta persona, que equivaldría a hacerlo por sí mismo.

C. Los hechos en los cuales se acepta participar en una actividad peligrosa, que está bajo el control exclusivo de un tercero que tiene la condición de garante, quien es autónomo en su ejecución, y a quien no se incita en la comisión del riesgo socialmente desaprobado. Aquí estaría, a nuestro entender, el caso que ha sido sometido a nuestra consideración. Estimamos que la imputación objetiva sí es procedente porque se trata de una actividad peligrosa, el dominio de la acción no lo tiene la víctima sino el agente y éste posee, a su vez, condición de garante. Obsérvese que la víctima participa como sujeto pasivo de la acción, pues aunque conoce el riesgo y lo asume no posee el control que se encuentra asignado a quien se entiende debe responder por los resultados derivados de una infracción al deber de cuidado.

No desconoce el Tribunal los arduos debates doctrinales en el tema discutido, pero encuentra que hay distinciones importantes que no se pueden soslayar. Tiene cabida, por ejemplo, la diferenciación entre aquellos casos en los que la aportación material de la víctima al acontecer es de mayor entidad (entonces, desde la perspectiva del autor, sólo habría “participación”) de aquellos otros en los que la conducta de la víctima es más pasiva, es decir, cuando ésta más bien se limita a tolerar el comportamiento generador de riesgo realizado por el autor (casos en los que la conducta del autor sería constitutiva de “autoría”)
. Decimos entonces que no es lo mismo el copiloto que pide al conductor mayor aceleración, que aquél otro, como en el caso en estudio, que se limita a tomar la opción que las circunstancias le definen.

Nos parece que la idea diferenciadora y que resalta aquellos resultados que se producen por una falla en la ejecución llevada a cabo por el otro, lo que, a nuestro entender, se ajusta al caso que nos convoca, se encuentra bien fundamentada en el siguiente pasaje jurisprudencial del Tribunal Supremo Español
:

Sólo en casos excepcionales, en los que el riesgo consentido proveniente de la acción de un tercero sea equivalente a la creación del peligro para sí por la propia víctima (v.gr. cuando el pasajero con prisa ordena al conductor el coche que acelere la velocidad del mismo por encima de lo permitido), se sostiene en la teoría la posibilidad de pensar directamente en la exclusión de la responsabilidad del que haya causado el resultado infringiendo el deber de cuidado. En estos casos, como es lógico, entrarán en consideración los criterios de la imputación objetiva referidos al fin de protección de la norma.

En el presente supuesto de hecho, sin embargo, queda descartada esta posibilidad de exclusión de la imputación objetiva por aplicación del criterio del fin de protección de la norma (…) En los casos en los que la víctima preste su consentimiento para una acción peligrosa que conduce al resultado por un fallo en la ejecución llevada a cabo por el otro la doctrina entiende que no cabe establecer una total equivalencia entre la autopuesta en peligro y el consentimiento de la acción peligrosa ajena.

Decimos entonces, que la víctima en este caso no sólo tuvo una actitud pasiva frente a la acción realizada por el conductor, sino que, por demás, el resultado se produce precisamente por una falla en la ejecución llevada a cabo por éste, toda vez que las condiciones de la vía exigían una capacidad de maniobra superior a la normal. No se puede decir por tanto, siguiendo las exigencias expuestas por ROXIN en el tema de la “heteropuesta en peligro”,
 que el pasajero puesto en riesgo haya sido “igualmente responsable” del acontecer.

Para el caso de autos, se puede asegurar:

1)- El procesado ARISTIZÁBAL RAMÍREZ, violó el deber de cuidado que le era exigible al decidir timonear su vehículo en esas condiciones (con licor, con múltiples personas a bordo y en un terreno de condiciones difíciles).

2)- El conductor, tenía el dominio y control pleno de la actividad peligrosa que ejercía, en cuya situación le era atribuible la condición de garante que a todo motorista corresponde frente a sus pasajeros.

3)- La víctima, RAMÍREZ CARVAJAL, no podía disponer o transferir a ARISTIZÁBAL RAMÍREZ, ni por supuesto este podía recibir, autorización alguna, ni expresa, ni tácita, ni total, ni parcial, para atentar contra su integridad física.

4)- La actividad de la víctima no fue activa sino pasiva, por cuanto se limitó a tolerar el comportamiento generador del riesgo realizado por el actor.

5)- El resultado se produce por una falla en la ejecución llevada a cabo por el conductor.

Conclusión: La imprudente confianza del pasajero, no tiene el poder de excluir la exigibilidad del buen cuidado que como conductor garante en esa actividad peligrosa debía observar. Tampoco aparece configurada en esas condiciones la causal de ausencia de responsabilidad por: “consentimiento de la víctima”, pues ella en momento alguno consintió, ni expresa ni tácitamente, pues no podía hacerlo, no sólo por tratarse de un derecho indisponible, sino porque antes que delegar la potestad de hacer un daño antijurídico, lo que delegó (aunque obviamente de manera imprudente) fue la protección esperada en quien iba a conducir el automotor.

7.1.2.- Compensación de culpas.

En el Derecho Penal a diferencia del civil, no se admite la “compensación de culpas”, por estar de por medio intereses supra-personales que obligan al Estado a imponer las sanciones correspondientes a todo aquel que por un comportamiento culposo causa daño en el cuerpo o en la salud de otro. Los intereses en conflicto dejan de ser privados y pasan a ser públicos. 

En materia penal, por tanto, cada sujeto activo de la acción o de la omisión responde por su propia culpa, independientemente de los otros copartícipes. Y esto ocurre en el denominado “concurso de hechos culposos independientes” (figura diferente a la discutida doctrinariamente “complicidad” en el delito culposo), que tiene ocurrencia cuando varios individuos contribuyen a producir un resultado dañoso, sin tener conocimiento de la actividad de los demás, como en el clásico ejemplo de la colisión de dos vehículos, uno en contravía y el otro a exceso de velocidad, con resultados de lesiones mutuas.
 Se trata de conductas culposas independientes pero coincidentes, en donde CADA CUAL DEBE RESPONDER POR SU PROPIA CULPA y en consecuencia, ninguna de ellas se compensa, al menos penalmente.

No obstante su carácter accesorio a la acción penal, la estimación de la responsabilidad civil, por el contrario, sí puede verse reducida o compensada parcialmente por el posible incremento del riesgo permitido a raíz de conducta irreglamentaria que origina “un mayor daño”. De demostrarse que en realidad se omitieron medidas de protección por parte de la víctima que ocasionaron un plus en el riesgo propio de la actividad peligrosa, se debe ser consecuente con esa realidad dado que en tales condiciones no sería justo cargar todo el rigor indemnizatorio a uno solo de quienes hicieron su aporte parcial al resultado.

Como lo expresa el artículo 2.357 del Código Civil: “La apreciación del daño está sujeta a la reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. Es disposición que debe tenerse en cuenta para la graduación de perjuicios como lo dio a conocer la Corte en providencia del 14 de diciembre de 1992, M.P. Dr. Edgar Saavedra Rojas.

Conclusión: De conformidad con la ley civil, quien, como en el caso del aquí occiso, se expone imprudente al resultado, reduce la apreciación del daño en cabeza del declarado responsable.

Esa reducción lo será del 50% del valor total de la indemnización, en consideración al grado de exposición al riesgo y a la incidencia que tuvo esa condición anímica del conductor en el resultado lesivo.

7.2.- Perjuicios

Como se dijo, el representante de la llamada en garantía, depreca de esta instancia una decisión de fondo sobre las excepciones propuesta en la primera instancia y con respecto a las cuales no hubo pronunciamiento de fondo.

Esas pretensiones se concretan en una principal y otra subsidiaria; la principal, consiste en que dentro de la póliza que se allegó consta como “cláusula de exclusión aplicable a todos los amparos de esta póliza: 2.6.6. Cuando el conductor se encuentre bajo el influjo  de bebidas embriagantes, drogas tóxicas, heroicas o alucinógenas”; y la secundaria, el hecho de existir, adicionalmente, una cláusula de exclusión contenida en el parágrafo tercero, del siguiente tenor: “Salvo acuerdo expreso no están asegurados  bajo ningún amparo del presente seguro la culpa grave y el lucro cesante”.

La primera causa de exclusión es principal realmente, porque si se avala su existencia equivale a la declaración de no responsabilidad civil con ocasión del contrato de daño. En tal sentido, el Tribunal dirá que efectivamente el representante legal de la compañía aseguradora aportó en tiempo oportuno copia de la póliza respectiva y en su contenido destacado y legible se observa que ese seguro no ampara el hecho de estar el asegurado, al momento del siniestro “bajo el influjo de bebida embriagantes”.

Probado está que el señor LUIS ANGEL ARISTIZÁBAL había consumido licor y bajo ese efecto dio lugar de manera imprudente al volcamiento del automotor. Siendo así, inobjetablemente debe concluirse que el contrato de seguros es ineficaz para el amparo pretendido y por ese sólo hecho debe excluírsele de responsabilidad a la compañía “Liberty Seguros SA”, en los términos en que lo ha solicitado su representante judicial.

No obstante la decisión favorable con respecto a la pretensión principal, se dirá que también tenía vocación de prosperidad la petición subsidiaria de no amparo del daño grave y del lucro cesante, pues entre otras razones, por ley se encuentra excluido el pago del “Lucro Cesante” en los Seguros de Daños, salvo disposición contractual que expresamente así lo consagre, al tenor de lo dispuesto por el artículo 1088 del Código de Comercio que textualiza: “Respecto del asegurado, los seguros de daños serán contratos de mera indemnización y jamás podrán constituir para él fuente de enriquecimiento. La indemnización podrá comprender a la vez el daño emergente y el lucro cesante, pero éste deberá ser objeto de un acuerdo expreso”.

Unidas estas consideraciones, a las ya expuestas acerca de la necesidad de compensar el monto de los perjuicios por una reducción derivada de la exposición imprudente de la víctima en su propio daño, se obtienen finalmente las siguientes cifras a cancelar por concepto de resarcimiento tanto material como moral:

En cuanto al primero, habida cuenta de ser definido este ítem en la sentencia  en la suma de $63.296.411,82, corresponde al sentenciado asumir la mitad de dicho valor, es decir, $31.648.205,91 por concepto de perjuicios materiales; igual acontece en lo que hace con los morales, que al ser tasados en cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, indican que al señor ARISTIZÁBAL RAMÍREZ, corresponde asumir el equivalente a veinticinco (25).

Estas cantidades deben ser canceladas en forma exclusiva por el aquí procesado, sin que su cobro pueda efectuarse de manera solidaria con la compañía aseguradora como se había concluido por la primera instancia, pues a ésta última se le excluye de toda obligación.

No puede dejar pasar por alto la Sala, que de conformidad con el peritazgo rendido sobre los perjuicios, del cual se dice en la sentencia se le dio plena validez por no haber sido objetado, la suma resarcitoria debió ser mucho mayor dado que en el mismo (Cfr. fl. 213 y ss) se tasó el daño emergente en la suma de $2.266.000, el lucro cesante consolidado en $27.297.308.87 y el lucro cesante futuro en $63.296.411.82, último que de manera inapropiada fue el único valor que sirvió de fundamento al acápite pertinente del fallo impugnado.

A priori, podría pensarse que aras de garantizar el derecho de las víctimas a obtener de la judicatura respuesta a sus expectativas sobre verdad, justicia y reparación, lo procedente sería realizar el correspondiente ajuste con base en los valores anteriormente anotados. Sin embargo, ese es un tema que hoy por hoy, está vedado para esta instancia como pasa a explicarse:

En lo que hace con la reforma peyorativa, se considera que actualmente el criterio jurisprudencial y legal que impera hace alusión a la SANCIÓN y no a la PENA. Así se desprende del análisis exhaustivo del tema que realizó la Corte Constitucional en la sentencia C-591/05.

Por su parte, la Corte Suprema, de antaño y de manera reiterada había sostenido que el tema de los PERJUICIOS escapaba a la prohibición de reforma en desmejora, para el caso del condenado apelante unitario, porque se trataba de una medida diferente a la sanción penal, y era en realidad de una consecuencia del hecho punible, cuyo origen estaba en la codificación civil –fuente de las obligaciones art. 1494- y por tanto, su naturaleza era civil y de ninguna manera penal

Sin embargo, la Sala de Casación Penal, en reciente pronunciamiento, cambió su línea jurisprudencial, por cuanto a la hora de ahora, privilegió la prohibición de reformatio in pejus frente al principio de legalidad y consideró que era claro que una decisión en esa dirección por parte del superior no hacía más que reconocer que por intermedio de quien lo representa -que no es otro distinto al juez inferior- el Estado había cometido un error, siendo palmario, igualmente, que en un evento tal la carga de la corrección comportaba un ingrediente peyorativo que vendría a recaer con exclusividad en hombros del condenado como único recurrente, quien -como se insistía- jamás aspiró a la hora de impugnar hallarse frente a una respuesta o una situación más grave que la resuelta en primera instancia.
 

Por demás, sobre el tema particular de la agravación en materia de perjuicios, la Corte Constitucional había sostenido que no era posible agravar este tipo de sanción, cuando el beneficiario de la misma no había plasmado su inconformidad con tal aspecto, mediante la impugnación respectiva y por ende, esa carga no se le podía hacer al procesado (Sentencia T-179/98 –reitera jurisprudencia-).

En conclusión, no es posible agravar una situación negativa como es el pago de perjuicios, en detrimento del procesado apelante único, sin vulnerar el principio que impide la reforma en tal sentido. Se dice así, porque la impugnación presentada por el apoderado de la llamada en garantía, no suple el ejercicio de la impugnación que correspondería a la representante de la Parte Civil, única interesada en que se hiciera una revisión en segunda instancia para agravar el monto de los perjuicios.

8.- DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

Primero: CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo condenatorio proferido por el Juzgado     Penal del Circuito de Dosquebradas, que fue objeto de apelación, y lo MODIFICA como a continuación se explica.

Segundo: SE EXCLUYE del pago de perjuicios a la compañía Liberty Seguros S.A. y por tanto, será el señor LUIS ÁNGEL ARISTIZÁBAL RAMÍREZ quien de manera directa cancele por concepto de perjuicios materiales la suma de $31.648.205.91 y el equivalente a veinticinco (25) s.m.l.m.v. por los morales, en los términos señalados en la providencia apelada y de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE             
           VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO      

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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